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El inicio del proceso de demolición del Estado. La 
rechazada “reforma constitucional” de 2007  

A pesar de la previsión expresa de los procedimientos para la 
reforma constitucional que están en la Constitución de 1999, en 
enero de 2007, el Presidente Hugo Chávez Frías, al tomar posesión 
de su segundo mandato presidencial (2007-2013), anunció al país 
que propondría una serie de reformas a la Constitución de 1999, 
para cuya elaboración designó un Consejo Presidencial para la 
Reforma de la Constitución,1 el cual estuvo presidido por la 
Presidenta de la Asamblea Nacional e integrado por altos 
funcionarios del Estado, como fueron: el Segundo Vicepresidente 
de la Asamblea Nacional y otros cuatro diputados, la Presidenta 
del Tribunal Supremo de Justicia, el Defensor del Pueblo, el 
Ministro del Trabajo, la Procuradora General de la República, y el 
Fiscal General de la República.  

 
1  Véase Decreto Nº 5138 de 17-01-2007, Gaceta Oficial, Nº 38.607, de 18-01-

2007. 
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En esta forma, el Presidente de la República comprometió de 
antemano en su proyecto a los titulares de materialmente todos los poderes 
públicos, indicando en forma expresa en el Decreto que el trabajo de 
dicho Consejo se debía realizar “de conformidad con los 
lineamientos del Jefe de Estado en estricta confidencialidad” (art. 
2).2  

Es decir, el Consejo Presidencial no tenía libertad alguna de 
pensamiento, y su trabajo debía desarrollarse en estricta 
confidencialidad, lo que de por sí era contrario a los principios que 
debían guiar cualquier reforma constitucional en un país 
democrático, y particularmente, los relativos a la participación. 

La idea del Estado Comunal y la prematura sanción de la 
Ley de los Consejos Comunales de 2006 

Las pautas para la reforma constitucional se pudieron deducir 
de diversos discursos y alocuciones fue dando el Presidente de la 
República, apuntaron, por una parte, a la conformación de un Estado 
del Poder Popular o del Poder Comunal, o Estado Comunal,3 
estructurado desde los Consejos Comunales que, anticipándose a 
la propuesta de reforma constitucional, y seguramente seguro de 
que ésta se sancionaría y aprobaría, hizo crear mediante la sanción 
de la Ley de Consejos Comunales en 2006,4 por supuesto al margen 
de la Constitución, al establecerlos como unidades u 
organizaciones sociales no electas mediante sufragio universal, 
directo y secreto y sin autonomía territorial, es decir, al margen de 
la democracia representativa que fundamenta la Constitución. 

Dichos Consejos Comunales, estarían supuestamente 
dispuestos para canalizar la participación ciudadana, pero 

 
2  Ello también lo declaró públicamente, además, la Presidenta de la 

Asamblea Nacional al instalarse el Consejo. Véase en El Universal, 20-02-
2007.  

3  Véase Allan R. Brewer-Carías, Estudios sobre el Estado Comunal o Estado del 
Poder Popular. O de cómo se desconstitucionaliza al Estado en fraude a la 
Constitución y a la voluntad popular. Colección Biblioteca Allan R. Brewer-
Carías, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Católica 
Andrés Bello, No. 8, Editorial Jurídica Venezolana, New York / Caracas, 
2021.  

4  Gaceta Oficial, Nº 5806 Extra., 10-04-2006, reformada Ley Orgánica de 
Reforma de la Ley Orgánica de los Consejos Comunales, Gaceta Oficial Nº 
6.759 Extraordinario del 25 de agosto de 2023.  
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conforme a un sistema de conducción centralizado desde la 
cúspide del Poder Ejecutivo Nacional. 

La idea de creación del Estado socialista  

Por otra parte, la reforma constitucional anunciada buscaba la 
estructuración de un Estado socialista,5 con una doctrina socialista y 
“bolivariana” como doctrina oficial, sustituyendo al sistema plural de 
libertad de pensamiento y acción que siempre ha existido en el país 
y, en particular, sustituyendo la libertad económica y el Estado de 
economía mixta que siempre ha existido, por un sistema de 
economía estatista y colectivista, de capitalismo de Estado, sometido a una 
planificación centralizada, minimizando el rol del individuo y 
eliminando todo vestigio de libertad económica y de propiedad 
privada. 

Es decir, el objetivo definido por el Presidente era transformar 
radicalmente al Estado y crear un nuevo ordenamiento jurídico, lo que 
no podía realizarse mediante el mecanismo de “reforma 
constitucional” que regula la Constitución, sino que exigía, 
conforme a su artículo 347, que se convocara y eligiera una 
Asamblea Nacional Constituyente, lo que, por supuesto, hubiera 
podido implicar que la reforma se le escapara de su control férreo.  

La sanción de una reforma constitucional para regular un 
nuevo Estado por la Asamblea Nacional era inconstitucional 
porque para transformar al Estado se requiere de la convocar 
una Asamblea Constituyente 

En todo caso, el 2 de noviembre de 2007, la Asamblea Nacional, 
luego de haberle dado tres discusiones en algo más de un mes al 
Anteproyecto de reforma que el Presidente de la República le había 
presentado el 15 de agosto de 2007,6 sancionó el proyecto de 
reforma a la Constitución de 1999, el cual fue sometido a referendo 
que se fijó para el 2 de diciembre de 2007, en el cual el poder 

 
5  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El sello socialista que se pretendía imponer 

al Estado”, en Revista de Derecho Público, Nº 112 (octubre-diciembre 2007), 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2007, pp. 71-75 

6  Véase el Proyecto de Exposición de Motivos para la Reforma Constitucional, 
Presidencia de la República, Proyecto Reforma Constitucional. Propuesta del 
Presidente Hugo Chávez Agosto 2007. El texto completo fue publicado como 
Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo Presidencial 
para la reforma de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
Caracas, Atenea, 1 de julio de 2007. 
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constituyente originario se pronunció por rechazarlo por la 
mayoría de votos.  

La rechazada reforma, en todo caso, era una propuesta de 
modificación constitucional que buscaba transformar aspectos 
esenciales y fundamentales del Estado, por lo que, sin duda, de 
haber sido aprobada, hubiera sido una de las más sustanciales de 
toda la historia constitucional de Venezuela.  

Con ella, en efecto, se buscaba cambiar radicalmente el modelo 
de Estado Descentralizado, Democrático, Pluralista y Social de 
Derecho que, con todos sus problemas, está regulado en la 
Constitución de 1999, por el de un Estado socialista, centralizado, 
policial y militarista, con una doctrina oficial “bolivariana”, que se 
identificaba como “el Socialismo del Siglo XXI,”7 un sistema donde 
en nombre de una democracia participativa se eliminaba la 
democracia representativa,8 y  un sistema económico de 
capitalismo de Estado.  

Esa reforma se sancionó, como se ha dicho, conforme a la 
propuesta que durante 2007 formuló el Presidente de la República, 
Hugo Chávez Frías, burlando el procedimiento que la Constitución 
requería para un cambio tan fundamental. Se trataba, por tanto, de 
una reforma fraudulenta o realizada en fraude a la Constitución, 
acudiendo a un procedimiento previsto para otros fines, 
engañando al pueblo.9 

 
7  Véase el Proyecto de Exposición de Motivos para la Reforma Constitucional, 

Presidencia de la República, Proyecto Reforma Constitucional. Propuesta del 
presidente Hugo Chávez Agosto 2007, p. 19. 

8  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El autoritarismo establecido en fraude a la 
Constitución y a la democracia y su formalización en “Venezuela mediante 
la reforma constitucional. (De cómo en un país democrático se ha utilizado 
el sistema eleccionario para minar la democracia y establecer un régimen 
autoritario de supuesta “dictadura de la democracia” que se pretende 
regularizar mediante la reforma constitucional)” en el libro Temas 
constitucionales. Planteamientos ante una Reforma, Fundación de Estudios de 
Derecho Administrativo, FUNEDA, Caracas 2007, pp. 13-74.    Véase 
también, “Constitution Making in Defraudation of the Constitution and 
Authoritarian Government in Defraudation of Democracy. The Recent 
Venezuelan Experience”, en Lateinamerika Analysen, 19, 1/2008, GIGA, 
Germa Institute of Global and Area Studies, Institute of latin American 
Studies, Hamburg 2008, pp. 119-142. 

9  Sobre el concepto de fraude a la Constitución, el Tribunal Supremo lo 
definió que ocurre cuando se pretenden “la creación de un nuevo régimen 
político, de un nuevo ordenamiento constitucional, sin alterar el sistema 
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La consecuencia de esta propuesta de reforma a la Constitución 
en relación con los ciudadanos, era que, con la misma, de haber sido 
aprobada, se hubiera establecido en Venezuela, formalmente, una 
ideología y doctrina de Estado, de corte socialista y supuestamente 
“bolivariana”, la cual, en consecuencia, a pesar de su imprecisión -
y he allí lo más peligroso-, se pretendía que fuera una doctrina 
“oficial”, que por tanto, no hubiera admitido disidencia alguna.  

No se olvide que todos los ciudadanos tienen un deber 
constitucional esencial de cumplir y hacer cumplir la Constitución 
(Art. 131), por lo que, de haberse aprobado la reforma, todos los 
ciudadanos hubieran tenido el deber de contribuir activamente en 
la implementación de la doctrina oficial del Estado. En ello no 
hubiera podido admitirse ni siquiera la neutralidad. Por tanto, todo 
pensamiento, toda expresión del pensamiento, toda acción o toda 
omisión que pudiera haber sido considerada como contraria a la 
doctrina oficial socialista y “bolivariana”, o que simplemente la 
“autoridad” no considerase que contribuía a la construcción y 
siembra del socialismo, hubiera constituido una violación a un 
deber constitucional y hubiera podido, por tanto, ser criminalizada; 
es decir, hubiera podido haber dado lugar a sanciones, incluso, 
penales. Se trataba de crear un pensamiento único, que 
constitucionalmente no hubiera admitido disidencia., pero que 
luego se insertó en las leyes que sucesivamente fueron dictadas a 
partir de 2010.  

En todo caso, lo que planteó el Presidente como “reforma 
constitucional”, lo que propuso su Consejo Presidencial y lo que 
sancionó la Asamblea Nacional en noviembre de 2007, como se ha 
dicho, evidentemente no constituía “una revisión parcial de la 
Constitución y la sustitución de una o varias de sus normas que no 
modifiquen la estructura y principios fundamentales del texto 
Constitucional”, que es lo que, conforme al artículo 342, puede 
realizarse mediante el procedimiento de la “reforma 
constitucional”, el cual se desarrolla mediante la sola discusión y 
sanción del proyecto por la Asamblea Nacional y posterior 
sometimiento a referendo aprobatorio.  

 

 

de legalidad establecido.” Véase la sentencia de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, N° 74 de 25-01-2006, en Revista de Derecho 
Público Nº 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2006, pp. 76 y ss. 



6 

 

El fraude a la Constitución 

Lo que se sancionó como proyecto de reforma constitucional 
por la Asamblea Nacional, en realidad, requería la convocatoria de 
una Asamblea Constituyente, y al no hacerlo, lo que el Presidente 
de la República y la Asamblea Nacional cometieron fue un fraude 
a la Constitución, como lo advirtieron reiteradamente las 
instituciones más representativas del país.10, Incluso, sobre el tema, 
se refirió en términos precisos el magistrado Jesús Eduardo 
Cabrera, en su Voto salvado a la sentencia Nº 2042 de la Sala 
Constitucional de 2 de noviembre de 2007: 

“En criterio de quien disiente, un sistema de organización social 
o económico basado en la propiedad y administración colectiva 
o estatal de los medios de producción, como lo es básicamente 
el socialista, en sus distintas concepciones, cual es el propuesto 
en el Proyecto de reforma, chocaría con lo que, para quien 
suscribe, y la propia Sala, era considerado Estado social, y ello -
en criterio del disidente- puede afectar toda la estructura y los 
principios fundamentales del Texto Constitucional, hasta el 

 
10  En tal sentido se han pronunciado, por ejemplo, las Academias de 

Medicina, Ciencias Políticas y Sociales, y de Ingeniería y el Hábitat (23-10-
2007, El Universal); la Conferencia Episcopal Venezolana (19-10-2007, El 
Nacional), el Instituto de Previsión Social del Abogado, los Colegios de 
Abogados de Distrito Capital, de los Estados Miranda, Aragua, Cojedes, 
Falcón, Lara, Guárico, Carabobo y la Confederación de Profesionales 
Universitarios de Venezuela (02-11-2007). Incluso, fue significativo que el 
día 5 de noviembre de 2007, el general Raúl Baduel, quien fuera Ministro 
de la Defensa del Presidente Chávez hasta julio de 2007, se hubiera 
pronunciado públicamente sobre el tema advirtiendo sobre el proceder de 
los Poderes Ejecutivo y Legislativo “que innecesariamente y de forma 
atropellada, mediante procedimientos fraudulentos, quieren imponer una 
propuesta que requiere una consulta más amplia a través de una Asamblea 
Nacional Constituyente”; que con ello, ambos Poderes “le están quitando 
poder al pueblo alterando los valores, los principios y la estructura del 
Estado sin estar facultados para ello, ya que el Poder Constituyente reside 
en el pueblo y es el único capaz de llevar a cabo un cambio de esa 
magnitud”, que “esta propuesta de reforma sólo le está quitando poder al 
pueblo por dos vías, primero, porque usurpa de manera fraudulenta el 
Poder Constituyente del pueblo y segundo, porque las autoridades de la 
nueva geometría del poder que se crearía no serían elegidas por el pueblo”; 
y que “de culminar este proceso con la aprobación del mismo por las vías 
propuestas y la Asamblea Nacional, se estaría consumando en la práctica 
un golpe de Estado, violando de manera descarada el texto constitucional 
y sus mecanismos e introduciendo cambios de manera fraudulenta”, El 
Universal, Caracas, 6-11-07. 
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punto en que un nuevo ordenamiento jurídico tendría que ser 
creado para desarrollar la construcción del socialismo. 

No es que Venezuela no pueda convertirse en un Estado 
socialista. Si ello lo decide el pueblo, es posible; pero a juicio del 
voto salvante, tal logro sería distinto al que la Sala ha sostenido 
en el fallo de 24 de enero de 2002 (Caso: Créditos Indexados) y ello 
conduciría no a una reforma de la Constitución, sino a una 
nueva Constitución, la cual debería ser votada por el poder 
constituyente originario. Al menos, en nuestro criterio, esto es 
la consecuencia del fallo N° 85 de 24 de enero de 2002.” 

Y es que, en efecto, la reforma constitucional sancionada el 2 de 
noviembre de 2007 era de tal trascendencia, que así, incluso, lo 
reconocieron, quizás sin darse cuenta, los propios diputados de la 
Asamblea Nacional cuando dispusieron que con la misma se 
sustituyera completamente la Constitución de 1999, ordenando a 
tal efecto, en la Disposición Final, que la Constitución -de haber 
sido aprobada por el pueblo- se imprimiera “íntegramente en un 
solo texto… Con la reforma aquí sancionada y en el 
correspondiente texto único corríjanse los artículos aplicando la 
nueva terminología señalada en esta Reforma Constitucional, en 
cuanto sea aplicable, suprimiéndose y sustituyéndose de acuerdo 
al contenido de esta Reforma así como las firmas, fechas y demás 
datos de sanción y promulgación”.  

Es decir, de haberse aprobado la reforma por referendo, la 
Constitución hubiera tenido que conocerse como la “Constitución 
de 2007”, es decir, una Constitución diferente, como efectivamente 
hubiera resultado por su contenido. Por lo demás, con esa 
Disposición final se le pretendía dar carta blanca, no se sabe a 
quién, para que cambiase otras normas constitucionales sin 
procedimiento constitucional alguno, como había ocurrido con la 
“reimpresión” de la Constitución de 1999, en marzo de 2000.11 

 

 
11  Gaceta Oficial Nº 5453 Extra. de 24-03-2000. Véase Allan R. Brewer-Carías, 

“Comentarios sobre la ilegítima “ Exposición de Motivos de la 
Constitución de 1999 relativa al sistema de justicia constitucional” en la 
Revista de Derecho Constitucional, Nº 2, enero-junio 2000, Caracas, 2000. pp. 
47-59. 
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Las bases del Estado que se reguló en la reforma 
constitucional: un Estado socialista, centralizado, policial, 
militarista, y administrativamente desorganizado 

Ello resulta del estudio de los documentos básicos de la reforma 
constitucional propuesta, como fue el Informe del Consejo 
Presidencial para la Reforma Constitucional,12 y el “Anteproyecto 
para la primera reforma constitucional” presentado el 15 de agosto 
de 2007 ante la Asamblea Nacional,13 de los cuales resultó el 
proyecto de reforma constitucional sancionado por la Asamblea 
Nacional en Noviembre de 2007, con el cual se buscó efectuar una 
radical transformación del Estado y se sentaban las bases para la creación 
de un nuevo ordenamiento jurídico, para:  

Primero, transformar el Estado en un Estado Socialista, con una 
doctrina política oficial de carácter socialista, que se denomina 
además como “doctrina bolivariana”, con lo cual se eliminaba toda 
posibilidad de pensamiento distinto al oficial y, por tanto, toda 
disidencia, pues la doctrina política oficial se incorporaba en la 
Constitución, como política y doctrina del Estado y la Sociedad, 
constituyendo un deber constitucional de todos los ciudadanos 
cumplir y hacerla cumplir. Con ello, se sentaban las bases para la 
criminalización de la disidencia. 

Segundo, transformar el Estado en un Estado Centralizado, de 
poder concentrado bajo la ilusión del Poder Popular, lo que 
implicaba la eliminación definitiva de la forma federal del Estado, 
imposibilitando la participación política y degradando la 

 
12  El documento circuló en junio de 2007 con el título Consejo Presidencial 

para la Reforma de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, “Modificaciones propuestas”. El texto completo fue publicado 
como Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo 
Presidencial para la reforma de la Constitución de la república Bolivariana de 
Venezuela, Editorial Atenea, Caracas 01 de julio de 2007, 146 pp. Véase 
Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de un Estado Socialista, 
Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las 
propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, Nº 42, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2007, p. 157. 

13  Véase Proyecto de Reforma Constitucional. Elaborado por el ciudadano 
Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías 
Editorial Atenea, Caracas agosto 2007, 58 pp. En el Anteproyecto 
presentado por el Presidente de la República a la Asamblea Nacional, se 
formulan propuestas respecto de los artículos 11, 16, 18, 67, 70, 87, 90, 100, 
112, 113, 115, 136, 141, 156, 167, 168, 184, 185, 225, 230, 236, 251, 252, 300, 
302, 305, 307, 318, 320, 321, 328 y 329. 
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democracia representativa; todo ello, mediante la supuesta 
organización de la población para la participación en los Consejos 
del Poder Popular, como los Comunales, que son instituciones sin 
autonomía política alguna, cuyos miembros se declaraba que no 
eran electos, y que son controlados desde la Jefatura del gobierno y 
para cuyo funcionamiento, el instrumento preciso era el partido 
único que el Estado ha tratado de crear durante 2007.  

Tercero, transformar el Estado en un Estado de economía 
estatista, socialista y centralizada, propia de un capitalismo de 
Estado, con lo que se eliminaba la libertad económica y la iniciativa 
privada, y desaparecía la propiedad privada, que con la reforma 
hubieran dejado de ser derechos constitucionales, dándosele al 
Estado la propiedad de los medios de producción, la planificación 
centralizada y la posibilidad de confiscar bienes de las personas 
materialmente sin límites, configurándolo como un Estado del cual 
todo dependía, y a cuya burocracia quedaba sujeta la totalidad de 
la población. Ello chocaba, sin embargo, con las ideas de libertad y 
solidaridad social que se proclamaban en la propia Constitución, 
sentando las bases para que el Estado sustituyera a la propia 
sociedad y a las iniciativas particulares, minimizándoselas. 

Cuarto, transformar el Estado en un Estado Policial (represivo), 
con la tarea fundamental de someter a toda la población a la 
doctrina oficial socialista y “bolivariana”, y velar que la misma se 
cumpliera en todos los órdenes, lo que se aseguraba mediante la 
regulación, con acentuado carácter regresivo y represivo del 
ejercicio de los derechos civiles en situaciones de excepción, 
previéndose amplios márgenes de restricción y suspensión.  

Quinto, transformar el Estado en un Estado Militarista, dado el 
rol que se le daba a la “Fuerza Armada Bolivariana” en su 
configuración y funcionamiento, toda sometida al Jefe de Estado, y 
con la creación del nuevo componente de la Milicia Popular 
Bolivariana.  

Sexto, trasformar el Estado en un Estado administrativamente 
desorganizado, al proponerse por una parte eliminar del artículo 
141 de la Constitución su parte más importante que es la 
declaración de que la Administración Pública, que es que como una 
universalidad de entes, debe estar siempre “al servicio de los 
ciudadanos.” Se buscaba así regular una Administración estaría 
sólo al servicio del Estado, al proponer que eran “estructuras 
organizativas destinadas a servir de instrumento a los poderes 
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públicos para el ejercicio de sus funciones, y para la prestación de 
los servicios”. Además, lo más grave, con la reforma propuesta del 
mismo artículo, se buscaba fragmentar a la Administración Pública, 
pasándose de un régimen único, a regular varias “administraciones 
públicas”, las cuales, incluso, contra toda técnica legislativa, se las 
“clasificaba” en la Constitución en dos “categorías”: “las 
administraciones públicas burocráticas o tradicionales, que son las 
que atienden a las estructuras previstas y reguladas en esta 
Constitución, o sea la Administración Pública de siempre; y “las 
misiones, constituidas por organizaciones de variada naturaleza, 
creadas para atender a la satisfacción de las más sentidas y urgentes 
necesidades de la población, cuya prestación exige de la aplicación 
de sistemas excepcionales, e incluso, experimentales, los cuales 
serán establecidos por el Poder Ejecutivo mediante reglamentos 
organizativos y funcionales”. 

Con dicha propuesta de reforma constitucional, en lugar de 
corregirse el descalabro administrativo que se había comenzado a 
producir por la indisciplina presupuestaria derivada de fondos 
asignados a programas específicos del gobierno denominados 
“misiones”, concebidos fuera de la organización general del 
Estado, lo que se buscaba constitucionalizar era el desorden 
administrativo, dejando la organización de la Administración 
Pública a la sola voluntad del Presidente de la República mediante 
reglamentos (artículos 141; 236,22). 

El rechazo popular y el comienzo de su inconstitucional 
implementación a partir de 2008 

Afortunadamente, ante esa reforma constitucional, el pueblo, 
consultado en referendo el 2 de diciembre de 2007, la rechazó y no 
pudo materializarse. 14 Pero en realidad, de haber funcionado los 

 
14  Tomando en cuenta los resultados anunciados por el Consejo Nacional 

Electoral en día 2 de diciembre en la noche, de un universo de más de 
16.109.664 de electores inscritos, sólo acudieron a votar 9.002.439 votantes, 
lo que significó un 44.11% de abstención; y de los electores que votaron, 
votaron por rechazar la reforma (voto NO) por el Bloque de artículos 
marcado A, 4.504.354 de votantes, con 50.70% y por el Bloque de artículos 
marcado B, 4.522.332 de votantes, con 51.05%. Es decir, sólo votaron por 
aprobar la reforma (voto SÍ), por el bloque A 4 379 392 votantes, con 
49.29%; y por el bloque B 4.335.136 votantes con 48.94%. Ello equivale a 
que sólo el 28% del universo de los electores inscritos en el Registro 
Electoral votaron por aprobar la reforma constitucional. En dicho 
referendo, por tanto, en realidad, no fue que “triunfó” el voto NO por poco 
margen, como aludió el Presidente de la República, Hugo Chávez, sino que 
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mecanismos institucionales para la protección del Estado de 
derecho, el referendo convocado para el 2 de diciembre de 2007 
hubiera podido detenerse por la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, como supremo guardián de la Constitución. 
La Sala, sin embargo, renunció a cumplir su obligación y se negó 
sistemáticamente a controlar la constitucionalidad del 
procedimiento de reforma constitucional.15 

 La rechazada “reforma constitucional” de 2007, sin embargo, 
lejos de haberse archivado, en fraude a la voluntad popular 
expresada en el referendo de diciembre de ese año y a la propia 
Constitución, comenzó a ser inconstitucionalmente implementada 
de inmediato, a partir de 2008, mediante leyes y decretos leyes,16 
comenzándose a estructurar progresivamente el Estado 
Centralizado del Poder Popular o Estado Comunal,17 con el 
abandono y desprecio de la democracia representativa;18 el Estado 
Socialista de pensamiento único, montado en la excusa de luchar 

 

lo que ocurrió fue que su propuesta de reforma fue rechazada por el 72% 
de los electores inscritos, quienes, o votaron por el NO (50.7%), o 
simplemente no acudieron a votar para pronunciarse por la reforma. 

15  Véase Allan R. Brewer-carías, “El juez constitucional vs. la supremacía 
constitucional”, en Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, 
No. 9 enero-junio 2008, Editorial Porrúa, Instituto Iberoamericano de 
Derecho procesal Constitucional, México 2008, pp. 17-60. 

16  Véase los diversos estudios publicados en Revista de Derecho Público. 
Estudios sobre los decretos leyes 2008, No. 115, (julio-septiembre 2008), 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008, 

17   Véase Allan R. Brewer-Carías (Coordinador y editor), Roxana Orihuela 
Gonzatti, María Alejandra Correa de Baumeister, Gustavo Briceño Vivas y 
José Ignacio Hernández, Leyes Orgánicas del poder ciudadano ( Ley Orgánica 
del Poder Ciudadano, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, Ley Orgánica del 
Ministerio Público, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República), 
Colección Texto Legislativos Nº 30, 1ª edición, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2005; Allan R. Brewer-Carías, Estudios sobre el Estado 
Comunal O Estado Del Poder Popular. O de cómo se desconstitucionaliza al 
Estado en fraude a la Constitución y a la voluntad popular, , Colección Biblioteca 
Allan R. Brewer-Carías, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Católica Andrés Bello, No. 8, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2021. 

18  Véase Allan R. Brewer-Carías, El juez constitucional y la aniquilación del 
estado democrático. Algunas claves “explicativas” encontradas en una Tesis 
“secreta” hallada en Zaragoza, Colección de Crónicas constitucionales para 
la Memoria Histórica, No 4, Biblioteca Allan R. Brewer-Carías, 
Universidad Católica Andrés Bello, Caracas 2024. 
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contra el fascismo;19 el Estado totalitario en materia económica, 
con la total estatización de la economía;20 y el Estado militarista y 
Policial que ha conducido incluso a que la Administración civil 
haya estado durante lustros manejada básicamente por militares.21  

Así es como, de hecho, se fue configurado el Estado en 
Venezuela en los últimos años, en un proceso desarrollado, 
primero, durante el régimen presidido por Hugo Chávez hasta 
2013 y luego por Nicolás Maduro a partir de esa fecha, quien 
incluso trató de constitucionalizarlo convocando la antes 
mencionada Asamblea Constituyente en 2017, que lo que hizo fue 
usurpar la función legislativa, terminando de ahogar a la Asamblea 
Nacional entonces dominada por la oposición,22 y dictar una serie 
de  leyes llamadas “leyes constitucionales” para afianzar el Estado 
autocrático y militarista.  

Ley habilitante y decretos leyes de implementación  

En todo caso, el comienzo de la implementación de la rechazada 
reforma constitucional de 2007, tuvo lugar con la emisión de 
múltiples decretos leyes dictados por el Presidente de la República 
en ejecución de la Ley que Autoriza al Presidente de la República 
para Dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en las 
materias que se delegan,”23 la cual había sido sancionada 
coetáneamente con el anuncio presidencial de iniciar el proceso de 
reforma constitucional de 2007.  

Como este resultó rechazado por el pueblo, dicha ley de 
delegación legislativa fue el instrumento utilizado para 

 
19  Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado totalitario y desprecio a la ley. La 

desconstitucionalización, desjuridificación, desjudicialización y 
desdemocratización de Venezuela, Fundación de Derecho Público, Editorial 
Jurídica Venezolana, segunda edición, (Con prólogo de José Ignacio 
Hernández), Caracas 2015. 

20  Idem, p. 95 ss. 
21   Véase Allan R. Brewer-Carías, Sobre la militarización de la política. Un mal 

que nos acecha desde la Independencia. Algunos Escritos, Colección de Crónicas 
constitucionales para la Memoria Histórica, No 3, Biblioteca Allan R. 
Brewer-Carías, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas 2023 

22  Véase Allan R. Brewer-Carías, Crónica Constitucional del sofocamiento del 
Poder Legislativo 2016-2020, Colección de Crónicas constitucionales para la 
Memoria Histórica, No 6, Biblioteca Allan R. Brewer-Carías, Universidad 
Católica Andrés Bello, Caracas 2024. 

23  Gaceta Oficial 38.617, de fecha 1° de febrero de 2007 
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implementar fraudulentamente muchas de las reformas 
rechazadas,24 particularmente en el área económico y social para 
estructurar un Estado Socialista centralizado.  

Ley para la planificación centralizada 

Ello, incluso se comenzó a realizar en ejecución de dicha ley de 
delegación legislativa con el Decreto Ley N° 5841 de 12 de junio de 
2007,25 mediante el cual se dictó la Ley Orgánica de Creación de la 
Comisión Central de Planificación, la cual constituyó el primer acto 
estatal formal con el que se comenzó la construcción de un Estado 
Socialista.26  

Posteriormente, luego de rechazada la reforma constitucional 
en el referendo realizado el 2 de diciembre de 2007, en ejecución de 
dicho Decreto Ley, la Asamblea Nacional aprobó el 13 de diciembre 
de 2007, al adoptar el Plan de Desarrollo Económico y Social de la 
Nación 2007-2013 en ejecución de lo establecido en el artículo 32 del 
Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de Planificación, en el cual se 
establecieron las bases de un: 

“sistema de planificación, producción y distribución 
orientado hacia el socialismo, donde lo relevante es el desarrollo 
progresivo de la propiedad social sobre los medios de 
producción”.  

 

 

 
24  Véanse los trabajos de Lolymar Hernández Camargo, “Límites del poder 

ejecutivo en el ejercicio de la habilitación legislativa: Imposibilidad de 
establecer el contenido de la reforma constitucional rechazada vía 
habilitación legislativa,” en Revista de Derecho Público, Nº 115 (Estudios sobre 
los Decretos Leyes), Editorial Jurídica venezolana, Caracas 2008, pp. 51 ss.; 
Jorge Kiriakidis, “Breves reflexiones en torno a los 26 Decretos-Ley de 
Julio-Agosto de 2008, y la consulta popular refrendaría de diciembre de 
2007”, Idem, pp. 57 ss.; y José Vicente Haro García, Los recientes intentos 
de reforma constitucional o de cómo se está tratando de establecer una 
dictadura socialista con apariencia de legalidad (A propósito del proyecto 
de reforma constitucional de 2007 y los 26 decretos leyes del 31 de julio de 
2008 que tratan de imponerla)”, Idem, pp. 63 ss. 

25  Gaceta Oficial Nº 5.841 Extraordinaria del 22 de junio de 2007. 
26  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la inconstitucional 

creación de la Comisión Central de Planificación, centralizada y 
obligatoria”, Revista de Derecho Público, Nº 110, (abril-junio 2007), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 79-89. 
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Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria 

A tal efecto, las propuestas de la rechazada Reforma 
Constitucional de 2007, que buscaban atribuir al Estado la facultad 
de controlar y asumir sectores de la producción agrícola, pecuaria, 
pesquera y acuícola, en particular la producción de alimentos, se 
materializaron en el Decreto Ley de Ley Orgánica de Seguridad y 
Soberanía Agroalimentaria27 en la cual se atribuyó al Estado no sólo 
autorizar la importación de alimentos, sino priorizar su 
producción, y además asumir directamente las actividades de 
distribución e intercambio de los mismos.  

En la misma orientación, el Decreto Ley N° 6.130 de 03 junio de 
2008, de Ley para el fomento y desarrollo de la economía popular, 
reguló el “modelo socioproductivo comunitario”, con diversas 
formas de organizaciones socioproductivas siguiendo el modelo 
socialista, texto que luego fue sustituido en 2010 por la Ley 
Orgánica del Sistema Económico Comunal que comentamos más 
adelante.28  

Ley para la Defensa de las Personas en el Acceso a los 
Bienes y Servicios 

En igual orientación abiertamente socialista se dictó el Decreto 
Ley sobre la Ley para la Defensa de las Personas en el Acceso a los 
Bienes y Servicios que derogó la Ley de Protección al Consumidor 
y al Usuario,29 con el objeto de regular toda la cadena de 
comercialización y todos los ámbitos económicos en materia de 
bienes y servicios, ampliando excesivamente las facultades del 
Estado al punto de poder efectuar confiscaciones de bienes y 
servicios.  

 

 

 
27  Gaceta Oficial N° 5.889 Extraordinaria con fecha 31 de julio de 2008. Véase 

también Ley del Sistema Nacional Integral Agroalimentario (Gaceta Oficial 
Nº 6.150 Extraordinario del 18 de noviembre de 2014) 

28  Gaceta Oficial N° 5.890 Extraordinaria de 31 julio de 2008. derogada 
posteriormente Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal, Gaceta 
Oficial Nº 6.011 Extraordinario del 21 de diciembre de 2010 

29  Gaceta Oficial N° 37.930 del 4 de mayo de 2004, posteriormente reformada 
Ley Orgánica de Precios Justos, Gaceta Oficial N° 6.202 Extraordinario del 
8 de noviembre de 2015.. 
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Ley Orgánica de la Administración Pública; Ley 
Orgánica de Misiones, Grandes Misiones y Micro misiones 

 A pesar del rechazo popular a la reforma constitucional, y por 
tanto, a la creación de las Misiones como entidades paralelas a la 
Administración Pública del Estado, mediante Decreto Ley Nº 6.217 
de 15-07-2008 se dictó la Ley Orgánica de la Administración 
Pública, 30 implementando inconstitucionalmente lo rechazado por 
el pueblo, y creando en la Administración Pública, además de los 
órganos y entes de la misma, a las misiones” (arts. 15 y 131), 
definidas como “ aquellas creadas con la finalidad de satisfacer las 
necesidades fundamentales y urgentes de la población, ”  (que por 
lo demás es la tarea que corresponde a todos los entes y órganos de 
la Administración), pero “sin forma” organizativa precisa, y que 
desde 2003 se habían venido utilizando para atender programas 
específicos de atención pública, sin base legal. Con la Ley Orgánica, 
así, se “regularizó” legislativamente a las “misiones” pero 
precisamente para no regularlas, pues la Ley se destina 
íntegramente a regular exclusivamente a los “órganos y entes”, 
dejando fuera de sus regulaciones a las “misiones,” estando solo 
sujetas a “los lineamientos dictados conforme a la planificación 
centralizada” (art. 15); todo lo cual se ratificó en la reforma de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública dictada mediante 
Decreto Ley 1.424 de 17 de noviembre de 2014.31 Es decir, se creó 
una nueva organización en la Ley Orgánica, para excluirla de su 
propio régimen.32  

Estas misiones se han multiplicado sin límite, configurando la 
Administración Pública en un gran y descomunal desorden 
administrativo, como un “Estado Misional,”33  fuera del régimen de 
la Ley Orgánica y de todas las leyes aplicables a l Administración 
pública, 34  las cuales luego fueron objeto de su propia regulación 

 
30  Gaceta Oficial Nº 5.890 Extra de 31-07-2008. 
31  Decreto Ley 1424 de 17 de noviembre de 2014, Gaceta Oficial Nº 6147 Extra 

de 17 de noviembre de 2014. 
32  En igual sentido, por ejemplo, las “misiones” también quedan excluidas de 

la aplicación de la Ley Orgánica de Simplificación de Trámites 
Administrativos, pues la misma solo se aplica a “los órganos y entes” de la 
misma (art. 2). Gaceta Oficial Nº 5.891 Extraordinaria de 31-7-2008.  

33  Véase Leandro Area, “El ‘Estado Misional’ en Venezuela,” en 
Analítica.com, 14 de febrero de 2014, en 
http://analitica.com/opinion/opinion-nacional/el-estado-misional-en-
venezuela/. 

34  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Una nueva tendencia en la organización 
administrativa venezolana: las "misiones" y las instancias y organizaciones 

http://analitica.com/opinion/opinion-nacional/el-estado-misional-en-venezuela/
http://analitica.com/opinion/opinion-nacional/el-estado-misional-en-venezuela/
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legal, al dictarse otro Decreto Ley el  13 de noviembre de 2014, sobre 
la Ley Orgánica de Misiones, Grandes Misiones y Micro misiones,35 
con el objeto regular los “mecanismos a través de los cuales el 
Estado Venezolano, conjunta y articuladamente con el Poder 
Popular bajo sus diversas formas de expresión y organización, 
promueven el desarrollo social integral; así como la protección 
social de los ciudadanos” mediante el  establecimiento de las 
mencionadas misiones “orientadas a asegurar el ejercicio universal 
de los derechos sociales consagrados en la Constitución”.( Art. 1). 
Entre los fines de la Ley se destaca el de establecer los criterios para 
la creación, desarrollo, supresión o fusión de las Misiones, el 
“Sistema Nacional de Misiones, Grandes Misiones y Micro-
misiones como la estructura orgánica del Estado y del Poder 
Popular,” y “garantizar las condiciones para el financiamiento de las 
Misiones, Grandes Misiones y Micro-misiones (art. 6). 

Con ello, se regularizó “legalmente” la mayor desorganización 
que puede imaginarse de la Administración Pública. 

Atentados contra el Estado federal y la descentralización 
política: Ley Orgánica de la Administración Pública; Ley de 
regionalización Integral para el Desarrollo Socio productivo 
de la Patria 

En cuanto a las reformas en la democracia representativa para 
eliminarla del nivel local, tal y como se buscaba generalizar en la 
reforma constitucional rechazada de 2007, como se dijo, las mismas 
ya se habían comenzado a efectuar con la sanción en 2006 de la Ley 
de los Consejos Comunales,36 como unidades u organizaciones 
sociales no electas mediante sufragio universal, directo y secreto y 

 
del “poder popular” establecidas en paralelo a la administración pública,” 
en Retos de la Organización Administrativa Contemporánea, X Foro 
Iberoamericano de Derecho Administrativo (26-27 de septiembre de 2011), 
Corte Suprema de Justicia, Universidad de El Salvador, Universidad 
Doctor José Matías Delgado, San Salvador, El Salvador, 2011. 

35  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.154 Extra. de 19 de noviembre de 2014. 
36  Ley de Consejos Comunales, Gaceta Oficial, N° 5806 Extraordinario, 10-04-

2006. reformada Ley Orgánica de Reforma de la Ley Orgánica de los 
Consejos Comunale, Gaceta Oficial Nº 6.759 Extra. de 25 de agosto de 2023. 
Véase Allan R. Brewer-Carías, “El inicio de la desmunicipalización en 
Venezuela: La organización del Poder Popular para eliminar la 
descentralización, la democracia representativa y la participación a nivel 
local”, en AIDA, Opera Prima de Derecho Administrativo. Revista de la 
Asociación Internacional de Derecho Administrativo, Universidad Nacional 
Autónoma de México, México, 2007, pp. 49 a 67 



17 

 

sin autonomía territorial, supuestamente dispuestos para canalizar 
la participación ciudadana, pero conforme a un sistema de 
conducción centralizado desde la cúspide del Poder Ejecutivo 
Nacional. 

En cuanto a la eliminación del principio descentralizador como 
pilar fundamental del constitucionalismo venezolano, con la 
reforma constitucional rechazada de 2007 se buscaba desmantelar 
completamente, minimizándose la forma Federal del Estado, 
mediante la centralización de competencias que eran de los 
Estados; la creación de órganos administrativos creados y dirigidos 
por el Ejecutivo Nacional; la atribución al Presidente de la 
República para intervenir en los asuntos regionales y locales; y el 
vaciamiento adicional de las competencias estadales y municipales 
mediante su transferencias a los consejos comunales.  

Para implementar estas reformas, no sólo se puso en ejecución 
el último de los aspectos señalados obligando a Estados y 
Municipios a transferir sus competencias a entes locales 
controlados por el Poder Central (Consejos Comunales), sino que a 
partir del Decreto Ley Nº 6.217 de 15 de julio de 2008, sobre la Ley 
Orgánica de la Administración Pública,37 que a partir de entonces 
se aplicó directamente a las Administraciones Públicas Nacional, 
Estadal y Municipal, al poner en ejecución el principio de 
planificación centralizada, las sometió todas a lo que defina el 
Ejecutivo Nacional a través de la Comisión Central de 
Planificación.38  

Esta Ley, además, atribuyó al Presidente de la República, como 
se propuso en la rechazada reforma constitucional de 2007, la 
faculta de designar Autoridades Regionales que tendrían la 
función de planificación, ejecución, seguimiento y control de las 
políticas, planes y proyectos de ordenación y desarrollo del 
territorio aprobado conforme a la planificación centralizada. 

En cuanto al sistema de distribución territorial de competencias 
entre el nivel nacional y el nivel estadal, la propuesta de reforma 

 
37 G.O. Extra Nº 5.890 de 31-07-2008, reformada por Decreto Ley de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública (Gaceta Extraordinaria Nº 6.147 del 
17 de noviembre de 2014).. Véase Allan R. Brewer-Carías, “El sentido de la 
reforma de la Ley Orgánica de la Administración Pública”, Revista de 
Derecho Público, Nº 115, EJV, Caracas 2008, pp. 155 ss.  

38  Ley Orgánica de Creación de la Comisión Central de Planificación, Gaceta 
Oficial Nº 39.604 del 28 de enero de 2011 
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constitucional de 2007 perseguía eliminar la competencia 
“exclusiva” atribuida a los Estados en el artículo 164,10 de la 
Constitución en materia de “La conservación, administración y 
aprovechamiento de carreteras y autopistas nacionales, así como de 
puertos y aeropuertos de uso comercial, en coordinación con el 
Poder Nacional.” En este caso específico, la fraudulenta 
implementación de la rechazada reforma correspondió hacerlo a la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, al decidir un 
recurso de interpretación introducido por el Procurador General de 
la República en representación del Ejecutivo Nacional, mediante la 
sentencia N° 565 de 15 de abril de 200839, en la cual, pura y 
simplemente, “modificó” el contenido de esta norma constitucional 
y dispuso, mutándola, como interpretación vinculante de la misma, 
que esa “competencia exclusiva” no es tal competencia exclusiva, sino 
una competencia “concurrente” y que, incluso, el Poder Nacional 
podía revertir a su favor la materia “descentralizada” eliminando 
toda competencia de los Estados.  

Es de destacar que por el trastocamiento al orden jurídico que la 
sentencia provocó, la Sala Constitucional instó a la Asamblea 
Nacional a dictar la legislación acorde con la “reforma” 
constitucional que efectuaba, lo cual efectivamente originó en 
marzo de 2009, la reforma de la Ley Orgánica de Descentralización, 
Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público,40 
a los efectos de eliminar las competencias exclusivas de los Estados 
establecidas en los ordinales 3 y 5 del artículo 11 de dicha Ley, 
agregando dos nuevas normas que autorizan al Ejecutivo Nacional, 
para revertir la transferencia de las competencias a los Estados (Art. 
8); y decretar la intervención de bienes y servicios públicos 
transferidos a los Estados en la materia (Art. 9). Con ello se 
completó el fraude constitucional dispuesto por la Sala 
Constitucional, trastocándose el régimen federal.41 

 
39  Cfr. Sentencia de la Sala Constitucional N° 565, Caso Procuradora General de 

la República, recurso de interpretación del artículo 164.10 de la Constitución 
de 1999 de fecha 15 de Abril de 2008, en http://www.tsj.gov.ve/de-
cisiones/scon/Abril/565-150408-07-1108.htm 

40  Gaceta Oficial N° 39 140 del 17 de marzo de 2009. 
41  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La Sala Constitucional como poder 

constituyente: la modificación de la forma federal del estado y del sistema 
constitucional de división territorial del poder público, en Revista de 
Derecho Público, Nº 114, (abril-junio 2008), Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2008, pp. 247-262. 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/565-150408-07-1108.htm
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Todo ese proceso de desquiciamiento del sistema constitucional 
de distribución del Poder entre las instancias de la federación, se 
completó con la Ley de regionalización Integral para el Desarrollo 
Socio productivo de la Patria.42   

La eliminación del Distrito Capital: Ley Especial Sobre la 
Organización y Régimen del Distrito Capital 

En la misma orientación centralista, mediante la rechazada 
Reforma Constitucional de 2007 se buscaba eliminar como entidad 
político territorial dentro de la forma federal del Estado, al Distrito 
Capital donde tienen su sede los Poderes nacionales, y recrear la 
desaparecida figura del “Distrito Federal” como entidad 
totalmente dependiente del Poder Nacional, en particular del 
Presidente de la República, sin gobierno propio.  

Esto último, que fue rechazado con el rechazo a la reforma 
constitucional de 2007, se hizo en fraude a la Constitución, 
mediante la sanción por la Asamblea Nacional en abril de 2009 de 
la Ley Especial Sobre la Organización y Régimen del Distrito 
Capital43, mediante la cual, lejos de haber establecido una 
organización democrática de una entidad política de la República, 
lo ha regulado como una dependencia del Poder Nacional, con 
ámbito territorial según se indica en el artículo 4 igual al que 
“correspondían al extinto Distrito Federal a la fecha de entrada en 
vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela y que comprende el territorio del actual Municipio 
Bolivariano Libertador.”  

Conforme a esta Ley, el Distrito Capital, contrariando la 
Constitución, dejó de tener autoridades propias de gobierno, y 
pasó a ser gobernado por el Poder Nacional mediante, un “régimen 
especial … de gobierno” que consiste en que el ejercicio de la 
función legislativa en el Distrito está a cargo de la Asamblea 
Nacional, y que el órgano ejecutivo es ejercido por un Jefe de 
Gobierno (Art. 3), el cual de acuerdo con el artículo 7 de la Ley 
Especial es “de libre nombramiento y remoción” por parte del 
Presidente de la República, con lo que en el mismo territorio del 
Municipio Libertador se le ha superpuesto una estructura nacional, 
mediante una Ley nacional, totalmente inconstitucional. 

 
42  Gaceta Oficial No. 6151 Extra de 18 de noviembre de 2016 
43  Gaceta Oficial Nº 39.156 de 13 de abril de 2009. 
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Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional y la Ley 
Constitucional de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 

Otra de las reformas constitucionales que fueron rechazadas por 
el pueblo, se refirieron al ámbito militar y buscaban transformar la 
Fuerza Armada Nacional en una Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana, y entre otros aspectos, agregando al Ejército Nacional 
Bolivariano, la Armada Nacional Bolivariana, la Aviación Nacional 
Bolivariana y la Guardia Nacional Bolivariana, un nuevo 
componente que era la Milicia Nacional Bolivariana. Todo ello, a 
pesar del rechazo popular a la reforma, materializó a partir del 
Decreto Ley sobre la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional 
de 2008,44 mediante el cual efectivamente, la Fuerza Armada 
Nacional como se la denomina en la Constitución, pasó a llamarse 
Fuerza Armada Nacional Bolivariana sujeta a la doctrina militar 
bolivariana, y se creó la Milicia Nacional Bolivariana como órgano 
de apoyo de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, todo 
conforme se había propuesto en la rechazada reforma 
constitucional.  

La militarización total se consolidó posteriormente en 2020 con 
la sanción, por la Asamblea Nacional Constituyente de 2017, de la 
Ley Constitucional de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana.45 

Leyes Orgánicas del Poder Popular: Ley Orgánica del 
Poder Popular, Ley Orgánica de las Comunas, Ley Orgánica 
del Sistema Económico Comunal, Ley Orgánica de 
Planificación Pública y Comunal46 y Ley Orgánica de 
Contraloría Social; Leyes de los Consejos Estadales de 
Planificación y Coordinación de Políticas Públicas, Ley de 
los Consejos Locales de Planificación Pública. 

Posteriormente, en diciembre de 2010, al finalizar la legislatura 
electa en 2005, los diputados salientes implementaron en su casi 
totalidad, al menos en normas legales, el esquema del Estado 
Comunal o del Poder Popular que se había rechazado en 2007, 

 
44  Decreto Ley N° 6.239, sobre la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional 

Bolivariana, en Gaceta Oficial N° 5.891 Extra. de 31-07-2008. 
45   Véase Gaceta Oficial No 6508 Extra de 30 de enero de 2020. 
46  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. La Sala Constitucional 

mediante sentencia Nº 1326 de 16-12-2009 declaró la constitucionalidad del 
carácter orgánico de esta Ley. 
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mediante la sanción de las siguientes leyes orgánicas:47 Ley 
Orgánica del Poder Popular,48 Ley Orgánica de las Comunas,49 Ley 
Orgánica del Sistema Económico Comunal,50 Ley Orgánica de 
Planificación Pública y Comunal51 y Ley Orgánica de Contraloría 
Social.52 Además, en el mismo marco de estructuración del Estado 
Comunal montado sobre el Poder Popular se destaca la sanción de 
la Ley Orgánica del Consejo Federal de Gobierno,53 y la reforma de 
la Ley Orgánica del Poder Público Municipal,54 y la sanción de las 
Leyes de los Consejos Estadales de Planificación y Coordinación de 
Políticas Públicas,55 y de los Consejos Locales de Planificación 
Pública.56  

 
47  Véase sobre todas esas leyes: Allan R. Brewer-Carías et al, Leyes Orgánicas 

sobre el Poder Popular y el Estado Comunal (Los Consejos Comunales, las 
Comunas, la Sociedad Socialista y el Sistema Económico Comunal), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2011. 

48  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. La Sala Constitucional 
mediante sentencia Nº 1329 de 16-12-2009 declaró la constitucionalidad del 
carácter orgánico de esta Ley. Esta Ley Orgánica se reformó en 2024. Véase 
en Gaceta Oficial No. 6812 Exrtra de 6 de junio de 2024.  

49  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. La Sala Constitucional 
mediante sentencia Nº 1330 de 17-12-2010 declaró la constitucionalidad del 
carácter orgánico de esta Ley. Véase en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/ scon/Diciembre/1330-171210-2010-
10-1436.html 

50  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. La Sala Constitucional 
mediante sentencia Nº 1329 de 16-12-2010 declaró la constitucionalidad del 
carácter orgánico de esta Ley. Véase en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/ scon/Diciembre/1329-161210-2010-
10-1434.html  

51  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. La Sala Constitucional 
mediante sentencia Nº 1326 de 16-12-2009 declaró la constitucionalidad del 
carácter orgánico de esta Ley. 

52  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. La Sala Constitucional 
mediante sentencia Nº 1329 de 16-12-2010 declaró la constitucionalidad del 
carácter orgánico de esta Ley. Véase en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/%201328-161210-
2010-10-1437. html  

53  Véase en Gaceta Oficial Nº 5.963 Extra. de 22-02-2010 
54  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.015 Extra. de 28-12-2010 
55  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.017 Extra. de 30-12-2010 
56  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.017 Extra. de 30-12-2010, posteriormente 

modificada Ley de Reforma Parcial de los Consejos Estadales de 
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Sobre el Estado Comunal, debe recordarse, como se dijo, que 
desde 2006, incluso antes de la propuesta de reforma constitucional 
de 2007, ya se había sancionado la Ley de los Consejos Comunales,57 
reformada posteriormente y elevada al rango de ley orgánica en 
2009,58 y vuelta a reformar en 2023,59y en 2021, la Asamblea 
Nacional amenazó con sancionar la Ley Orgánica de las Ciudades 
Comunales, la cual sin embargo no llegó a publicarse.60 

 Con todas estas leyes, en forma evidentemente inconstitucional, 
se comenzó con el inconstitucional proceso de desmunicipalización 
de la participación ciudadana, sustituyéndose al Municipio como 
la unidad política primaria en la organización nacional que exige la 
Constitución (art. 168, conforme al sistema de descentralización 
política (distribución vertical) del poder que la misma establece en 
el marco de la forma federal del Estado); por un sistema de 
entidades sin autonomía política alguna que se han denominado 
del “Poder Popular” como son los Consejos Comunales, 
directamente vinculadas, controlados y dependientes en un 
esquema centralizado del poder, dirigido desde el más alto nivel 
del Poder Ejecutivo Nacional, por un Ministerio el Poder Popular.61 

 

Planificación y Coordinación de Políticas Públicas, Gaceta Oficial N° 6.184 
Extra. de 3 de junio del 2015. 

57  Véase en Gaceta Oficial N° 5.806 Extra. de 10-04-2006 
58  Véase en Gaceta Oficial N° 39.335 de 28-12-2009. Véase la sentencia Nº 1.676 

de 03-12-2009 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
sobre la constitucionalidad del carácter orgánico de esta Ley Orgánica de 
los Consejos Comunales. Véase en http://www.tsj.gov.ve/deci siones/ 
scon/diciembre/1676-31209-2009-09-1369.html  

59  Sancionada el 22 de junio de 2023. Véase en Gaceta Oficial Nº 6.749 Extra. 
de 26-06-2023 

60  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre el inconstitucional 
proyecto de “Ley de las Ciudades Comunales,” o un paso más en la 
desconstitucionalización del Estado, mediante su desmunicipalización,” 
en Revista de Derecho Público, Nº 165-166, enero-junio 2021, Editorial 
Jurídica Venezolana. Caracas 2021, pp. 432- 444 

61  Véase Allan R. Brewer-Carías, Estudios sobre el Estado Comunal o del Poder 
Popular. O de cómo se desconstitucionaliza al Estado, en fraude a la Constitución 
y a la voluntad popular, Colección Biblioteca Allan R. Brewer-Carías, 
Universidad católica Andrés Bello, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2021. Véase sobre el tema Jesús María Alvarado Andrade, “La 
‘Constitución económica’ y el sistema económico comunal ( a propósito de 
la Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal)”, en Allan R. Brewer-
Carías (Coordinador), Claudia Nikken, Luis A. Herrera Orellana, Jesús 



23 

 

Con este conjunto de Leyes Orgánicas se definió, en efecto, al 
margen de la Constitución y en violación a la misma,62 el marco 
normativo de un nuevo Estado Socialista, paralelo al Estado 
Constitucional, denominado “Estado Comunal” y que si nos 
atenemos a las experiencias históricas precedentes, todas fracasadas, 
unas desaparecidas como el de la Unión Soviética, y otros en vías de 
extinción como el de Cuba, no es otra cosa sino un Estado 
Comunista, para el cual se adopta al Socialismo como doctrina oficial 
pública impuesta a los ciudadanos para poder participar, montado en un 
sistema Centralizado, Militarista y Policial para el ejercicio del 
poder; y para lo cual se adoptaron expresa y textualmente los 
postulados marxistas más tradicionales sobre el comunismo, como 
son la propiedad social de los medios de producción; eliminación de 
la división social del trabajo; y reinversión social del excedente 
productivo tal como ha quedado plasmado en la Ley Orgánica del 
Sistema Económico Comunal de 201063  

Ello, incluso se reafirmó en la reforma de la Ley Orgánica de los 
Consejos Comunales de 2023, que fueron definidos en la misma 
“como una instancia de gobierno comunitario para la participación 
protagónica en el ejercicio directo de la soberanía popular” (art. 1) 
que supuestamente “permiten al pueblo organizado ejercer el 
gobierno comunitario y la gestión directa de las políticas públicas 
y proyectos […], en la construcción del nuevo modelo de sociedad 
socialista…” (art. 2), es decir, “ con el fin de establecer la base 
sociopolítica del socialismo que consolide un nuevo modelo político, 
social, cultural y económico” (art. 3); y todo ello eliminando todo 

 

María Alvarado Andrade, José Ignacio Hernández y Adriana Vigilanza, 
Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado Comunal (Los Consejos 
Comunales, las Comunas, la Sociedad Socialista y el Sistema Económico 
Comunal), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2011, pp. 377-456. 

62  Véase el estudio de José Ignacio Hernández, Jesús María Alvarado 
Andrade y Luis A. Herrera Orellana, “Sobre los vicios de 
inconstitucionalidad de la Ley Orgánica del Poder Popular,” en idem, Allan 
R. Brewer-Carías et al, Leyes Orgánicas sobre el Poder Popular y el Estado 
Comunal (Los Consejos Comunales, las Comunas, la Sociedad Socialista y el 
Sistema Económico Comunal), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2011. 
pp. 509 ss. 

63  Arts. 2; 3.2; 3.3;. 3.8; 5; 6.12; 6.15 y 9. Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. 
de 21-12-2010. La Sala Constitucional mediante sentencia Nº 1329 de 16-
12-2010 declaró la constitucionalidad del carácter orgánico de esta Ley. 
Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/ scon/Diciembre/ 1329-
161210-2010-10-1434.html  
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vestigio de democracia representativa que de acuerdo con la 
Constitución es imperativa cuando se trata de la gestión en nombre 
del pueblo de los asuntos públicos.  

En efecto, conforme a todas estas Leyes Orgánicas del Poder 
Popular, ninguna de las personas que ejercen la titularidad de los órganos 
del Poder Popular, incluyendo los “voceros o voceras” de los Consejos 
Comunales, tienen su origen en elecciones efectuadas mediante sufragio 
directo, universal y secreto de todos los electores inscritos en el registro 
electoral en el área específica de las entidades, como lo exige a los 
artículos 62 y 63 de la Constitución. Ni siquiera puede decirse que 
tienen su origen en elecciones indirectas, pues en ningún caso hay 
elección directa de primer grado, como es el caso de los propios 
Consejos Comunales.  

En efecto, conforme a Ley Orgánica de los Consejos Comunales, 
al concebir a estos órganos como “instancias de gobierno 
comunitario,” ello significa que se trata de entidades políticas de 
gobierno, y como tales, de acuerdo a la Constitución, tienen que 
estar integrador por ciudadanos mayores de 18 años (denominados 
voceros), que tiene que ser electos por los ciudadanos mayores de 
18 años inscritos en el registro electoral del Área geográfica de los 
mismos, mediante sufragio universal directo y secreto como lo 
mandan los  artículos 39 y 64 de la Constitución. 

Sin embargo, en forma totalmente inconstitucional, la Ley 
Orgánica de los Consejos Comunales, dispone que dichos voceros 
pueden ser electos y pueden votar para elegirlos,  los habitantes 
mayores de 15 años (art. 7), y además, establece que la elección, aún 
cuando se debe realizar “a través de votaciones universales, 
directas y secretas, mediante proceso electoral de manera 
uninominal,”(art. 8), la misma no es por los ciudadanos inscritos en 
el Registro Electoral del Área respectiva, sino por unas Asambleas 
de ciudadanos en los cuales puede haber extranjeros y menores de 
18 años (arts. 4.6 y 8), que se constituyen tuteladas y controladas 
por el Ministerio del Poder Popular (art. 5) y que pueden llegar a 
estar conformadas solo por el 20% de los habitantes del Área. 

Este Estado Comunal que se estableció en las Leyes del Poder 
Popular, por otra parte, se estableció como un “Estado paralelo” al 
Estado Constitucional cuyos órganos electos por votación popular 
directa universal y secreta son los que conforme a la Constitución 
ejercen el Poder Público.  
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Se trata de dos Estados establecidos en paralelo, uno regulado 
en la Constitución, y otro regulado en unas leyes 
inconstitucionales, pero con el propósito al ser aplicadas 
plenamente de permitir al Estado Comunal ahogar y secar al 
Estado Constitucional, hasta destruirlo. 

A tal efecto, en la Ley Orgánica del Poder Popular se 
establecieron unas previsiones para regular las relaciones entre el 
Estado o el Poder Público y el Poder Popular, que en general se 
dispone que “se rigen por los principios de igualdad, integridad 
territorial, cooperación, solidaridad, concurrencia y 
corresponsabilidad, en el marco del sistema federal 
descentralizado consagrados en la Constitución de la República” 
(art. 28), pero que en su texto no es así; y que son las siguientes:  

En primer lugar, se estableció como obligación legal para los 
órganos, entes e instancias del Poder Público que regula la 
Constitución de promover, apoyar y acompañar las iniciativas 
populares para la constitución, desarrollo y consolidación de las 
diversas formas organizativas y de autogobierno del pueblo (art. 
24).64 En particular, incluso, la Ley Orgánica de Comunas dispuso 
que “los órganos integrantes del Poder Ciudadano apoyarán a los 
consejos de contraloría comunal a los fines de contribuir con el 
cumplimiento de sus funciones” (art. 48). 

En segundo lugar, se sujetó a todos los órganos del Estado 
Constitucional que ejercen el Poder Público, a los mandatos de las 
organizaciones del Poder Popular, al instaurarse un nuevo 
principio de gobierno, consistente en “gobernar obedeciendo.” El 
artículo 25 de la LOPP en efecto dispuso:  

Artículo 25. Actuaciones de los órganos y entes del Poder 
Público. Todos los órganos, entes e instancias del Poder Público 
guiarán sus actuaciones por el principio de gobernar obedeciendo, 
en relación con los mandatos de los ciudadanos, ciudadanas y 
de las organizaciones del Poder Popular, de acuerdo a lo 
establecido en la Constitución de la República y las leyes. 

Como las organizaciones del Poder Popular no tienen 
autonomía política pues sus “voceros” no son electos 

 
64  Una norma similar está en el artículo 62 de la Ley Orgánica de las 

Comunas, a los efectos de “la constitución, desarrollo y consolidación de 
las comunas como forma de autogobierno.” La última reforma de esta Ley 
Orgánica, en Gaceta Oficial N° 6.872 Extra. de 30 de diciembre de 2024 
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democráticamente mediante sufragio universal, directo y secreto 
por los ciudadanos, sino designados por asambleas comunales en 
las cuales incluso pueden participar menores de edad y extranjeros, 
controladas e intervenidas por el partido oficial y el Ejecutivo 
Nacional. Este, además, controla y guía todo el proceso 
organizativo del Estado Comunal, para asegurar que se en el 
ámbito exclusivo de la ideología socialista, sin que tenga cabida 
vocero alguno que no sea socialista. 

Por ello, este principio de “gobernar obedeciendo” es una 
limitación a la autonomía política de los órganos del Estado 
Constitucional que han sido electos conforme a la Constitución, 
como la Asamblea Nacional, los Gobernadores y Consejos 
Legislativos de los Estados y los Alcaldes y Concejos Municipales, 
a quienes se le impone en definitiva la obligación de obedecer lo que 
disponga el Ejecutivo Nacional y el partido oficial enmarcado en el ámbito 
exclusivo del socialismo como doctrina política. La voluntad popular 
expresada en la elección de representantes del Estado 
Constitucional, por tanto, no tiene valor alguno, y al pueblo se le 
confisca su soberanía trasladándola de hecho a unas asambleas que 
no lo representan. 

En tercer lugar, en particular, se estableció la obligación para el 
Poder Ejecutivo Nacional, para que “conforme a las iniciativas de 
desarrollo y consolidación originadas desde el Poder Popular,” 
planifique, articule y coordine “acciones conjuntas con las 
organizaciones sociales, las comunidades organizadas, las 
comunas y los sistemas de agregación y articulación que surjan 
entre ellas, con la finalidad de mantener la coherencia con las 
estrategias y políticas de carácter nacional, regional, local, comunal 
y comunitaria”(art. 27). 

En cuarto lugar, se estableció la obligación para los órganos y 
entes del Poder Público en sus relaciones con el Poder Popular, de 
dar “preferencia a las comunidades organizadas, a las comunas y a 
los sistemas de agregación y articulación que surjan entre ellas, en 
atención a los requerimientos que las mismas formulen para la 
satisfacción de sus necesidades y el ejercicio de sus derechos, en los 
términos y lapsos que establece la ley” (art. 31). Igualmente se 
previó que los órganos, entes e instancias del Poder Público, en sus 
diferentes niveles político-territoriales, deben adoptar “medidas 
para que las organizaciones socio-productivas de propiedad social 
comunal, gocen de prioridad y preferencia en los procesos de 
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contrataciones públicas para la adquisición de bienes, prestación de 
servicios y ejecución de obras” (art. 32).65  

En quinto lugar, se estableció la obligación para la República, los 
estados y municipios, de acuerdo con la ley que rige el proceso de 
transferencia y descentralización de competencias y atribuciones, 
la obligación de trasferir “a las comunidades organizadas, a las 
comunas y a los sistemas de agregación que de éstas surjan; 
funciones de gestión, administración, control de servicios y 
ejecución de obras atribuidos a aquéllos por la Constitución de la 
República, para mejorar la eficiencia y los resultados en beneficio 
del colectivo” (art. 29).66  

Con ello, se dispuso legalmente el vaciamiento de competencias 
de los Estados y Municipios, de manera que queden como 
estructuras vacías, con gobiernos representativos electos por el 
pueblo pero que no tienen materias sobre las cuales gobernar. 

Ley Orgánica de Poder Público Municipal y Ley del 
Consejo federal de Gobierno 

Este proceso se reforzó en la reforma de la Ley Orgánica de 
Régimen Municipal y en la Ley Orgánica del Consejo Federal de 
Gobierno. En efecto, la trasferencia de competencias de los Estados 
a los Municipios, a las comunidades y a los grupos vecinales que se 
prevé en la Constitución (art. 184), y que en la Ley Orgánica de 
Régimen Municipal anterior se atribuía a los Consejos Legislativos 
de los Estados para establecer el procedimiento a dichos fines, se 
ha cambiado radicalmente, asignándose esa función al Consejo 
Federal de Gobierno organizado en la ley Orgánica del Consejo 
Federal de Gobierno, la cual se lo ha organizado de manera tal que 
está completamente controlado por el Ejecutivo Nacional (art. 11). 

 
65  En particular, conforme al artículo 61 de la Ley Orgánica de las Comunas, 

se dispone que “todos los órganos y entes del Poder Público 
comprometidos con el financiamiento de proyectos de las comunas y sus 
sistemas de agregación, priorizarán aquéllos que impulsen la atención a 
las comunidades de menor desarrollo relativo, a fin de garantizar el 
desarrollo territorial equilibrado. 

66  Esta misma norma se repite en la Ley Orgánica de las Comunas (art. 64). 
El 31 de diciembre de 2010, aún estaba pendiente en la Asamblea Nacional 
la segunda discusión del proyecto de Ley Orgánica del Sistema de 
Transferencia de Competencias y atribuciones de los Estados y Municipios 
a las organizaciones del Poder Popular.  
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En esta forma se ha limitado inconstitucionalmente la autonomía 
de los Estados y Municipios que les garantiza la Constitución.  

A tal efecto, la Ley Orgánica de Régimen Municipal dispuso, en 
su artículo 281 que “la transferencia de competencias y servicios de 
los estados a los municipios, y de éstos a las instancias del Poder 
Popular, se realizará de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica 
del Consejo Federal de Gobierno,” y en esta ley Orgánica del 
Consejo Federal de Gobierno, se asignó al Consejo, el atender “al 
establecimiento del régimen para la transferencia de las 
competencias entre los entes territoriales, y a las organizaciones 
detentadoras de la soberanía originaria del Estado”(art. 1); siendo 
por tanto ese órgano, el encargado de “de la planificación y 
coordinación de políticas y acciones para el desarrollo del proceso 
de descentralización y transferencia de competencias del Poder 
Nacional a los estados y municipios,“ correspondiéndole establecer 
“los lineamientos que se aplican a los procesos de transferencia de 
las competencias y atribuciones de las entidades territoriales, hacia 
las organizaciones de base del Poder Popular” (art. 2). 
Lineamientos que además, declara esa Ley Orgánica del Consejo 
Federal de Gobierno que son “vinculantes para las entidades 
territoriales (art. 2).  

Ley Orgánica para la Gestión Comunitaria de 
Competencias, Servicios y Otras Atribuciones  

Por último, el proceso de transferencias de competencias para 
vaciar a los Estados y Municipios de las suyas constitucionales, se 
completó con la Ley Orgánica para la Gestión Comunitaria de 
Competencias, Servicios y Otras Atribuciones de 201267 dictada con 

 
67  Véase en Gaceta Oficial No 39.954, de 28-06-2012, reformada Decreto N° 

1.389, mediante el cual se dicta el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley de Reforma del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
para la Gestión Comunitaria de Competencias, Servicios y Otras 
Atribuciones (Gaceta Oficial Nº 40.540 del 13 de noviembre de 2014). Véase 
sobre esta Ley los siguientes comentarios publicados en la Revista de 
Derecho Público, No. 130, abril-junio 2012, Editorial Jurídica venezolana, 
Caracas 2012: Jesús María Casal, “Un paso más en la construcción del 
Estado socialista comunal,” pp. 89-100; Carlos Eduardo Herrera, “El 
Decreto Nº 9.043 un paso más en la creación vía legislativa del Poder 
Popular,” pp. 101-118; José Luis Villegas Moreno, “Hacia la instauración 
del Estado Comunal en Venezuela: Comentario al Decreto Ley Orgánica 
de la Gestión Comunitaria de Competencia, Servicios y otras Atribuciones, 
en el contexto del Primer Plan Socialista-Proyecto Nacional Simón Bolívar 
2007-2013,” pp. 129-138; Juan Cristóbal Carmona Borjas, “Decreto con 
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el objeto de regular los mecanismos de transferencia de la gestión 
y administración de servicios, actividades, bienes y recursos del 
Poder Público Nacional y de las entidades político territoriales, a 
las organizaciones de base del Poder Popular, en violación abierta 
a la autonomía de los Estados y Municipios y a la estructura federal 
del Estado prevista en la Constitución. 

Posteriormente, durante el gobierno del Presidente Nicolás 
Maduro, el hecho de mayor trascendencia en esta saga por 
consolidar el Estado Comunal ocurrió con motivo de la 
convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente mediante 
Decreto Nº 2.830 de 1 de mayo de 2017, en el cual entre los 
“objetivos programáticos” que se le definieron a la misma estaba 
específicamente la: 

“5. Constitucionalización de las nuevas formas de la democracia 
participativa y [protagónica, a partir del reconocimiento de los 
nuevos sujetos del Poder Popular, tales como las Comunas y los 
Consejos Comunales, Consejos de Trabajadoras y Trabajadores, 
entre otras formas de organización de base territorial y social de 
la población.”  

Con ello, el país estaba en presencia de la “reedición” de la 
propuesta de reforma constitucional que el presidente Chávez 
formuló en 2007 para la creación de un Estado Socialista, 
Centralizado y Militarista,68 y que fue rechazada por votación 

 

rango, valor y fuerza de Ley Orgánica para la Gestión Comunitaria de 
Competencias, Servicios y otras Atribuciones,” pp. 139- 146; Cecilia Sosa G. 
“El carácter orgánico de un Decreto con fuerza de Ley (no habilitado) para 
la gestión comunitaria que arrasa lentamente con los Poderes estadales y 
municipales de la Constitución,” pp. 147-156; José Ignacio Hernández G., 
“Reflexiones sobre el nuevo régimen para la Gestión Comunitaria de 
Competencias, Servicios y otras Atribuciones,” pp. 157-164; Alfredo 
Romero Mendoza, “Comentarios sobre el Decreto con rango, valor y 
fuerza de Ley Orgánica para la Gestión Comunitaria de Competencias, 
Servicios y otras Atribuciones,” pp. 165-176; Enrique J. Sánchez Falcón, “El 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica para la Gestión 
Comunitaria de Competencias, Servicios y otras Atribuciones o la 
negación del federalismo cooperativo y descentralizado,” pp. 177-186. 

68  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Estudio sobre la propuesta presidencial de 
reforma constitucional para la creación de un Estado Socialista, 
Centralizado y Militarista en Venezuela (análisis del anteproyecto 
presidencial, agosto 2007,” en Anuario da Facultade de Dereito da 
Universidade da Coruña, Revista jurídica interdisciplinaria internacional, Con. 
12, La Coruña 2008, pp. 87-125; “La proyectada reforma constitucional de 
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popular en el referendo que tuvo lugar el 2 de diciembre de 2007; y 
que en fraude a la voluntad popular se ha venido implementando 
en los últimos lustros en forma ilegítima e inconstitucional, 
mediante leyes y decretos leyes69 e, incluso, mediante 
“interpretaciones constitucionales” emitidas solícitamente por la 
Sala Constitucional, en muchos casos a petición del propio 
Ejecutivo Nacional.70  

 

2007, rechazada por el poder constituyente originario”, en Anuario de 
Derecho Público 2007, Año 1, Instituto de Estudios de Derecho Público de la 
Universidad Monteávila, Caracas 2008, pp. 17-65; “La reforma 
constitucional en Venezuela de 2007 y su rechazo por el poder 
constituyente originario”, en Revista Peruana de Derecho Público, Año 8, N° 
15, Lima, Julio-Diciembre 2007, pp. 13-53; “El sello socialista que se 
pretendía imponer al Estado”, en Revista de Derecho Público, N° 112, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 71-76; “Estudio sobre la 
propuesta presidencial de reforma constitucional para la creación de un 
Estado Socialista, Centralizado y Militarista en Venezuela (Agosto 2007”, 
Revista de Derecho Público”, N° 111, (julio-septiembre 2007), Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 7-42; “Estudio sobre la propuesta 
de Reforma Constitucional para establecer un Estado Socialista, 
Centralizado y Militarista (Análisis del Anteproyecto Presidencial, Agosto 
de 2007)”, Cadernos da Escola de Direito e Relações Internacionais da UniBrasil, 
Nº 07, Curitiba, 2007; “Hacia creación de un Estado socialista, centralizado 
y militarista en Venezuela (2007)”, Revista de Derecho Político, N° 70, 
Madrid, septiembre-diciembre 2007, pp. 381-432. Igualmente véase lo que 
expuse en Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de un Estado 
socialista, centralizado, policial y militarista. Comentarios sobre el sentido y 
alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos 
Legislativos, Nº 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007; La reforma 
constitucional de 2007 (Comentarios al proyecto inconstitucionalmente 
sancionado por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 2007), Colección 
Textos Legislativos, Nº 43, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007. 

69  Véanse los trabajos de Lolymar Hernández Camargo, “Límites del poder 
ejecutivo en el ejercicio de la habilitación legislativa: Imposibilidad de 
establecer el contenido de la reforma constitucional rechazada vía 
habilitación legislativa,” en Revista de Derecho Público, Nº 115 (Estudios sobre 
los Decretos Leyes), Editorial Jurídica venezolana, Caracas 2008, pp. 51 ss.; 
Jorge Kiriakidis, “Breves reflexiones en torno a los 26 Decretos-Ley de 
Julio-Agosto de 2008, y la consulta popular refrendaría de diciembre de 
2007”, Idem, pp. 57 ss.; y José Vicente Haro García, Los recientes intentos 
de reforma constitucional o de cómo se está tratando de establecer una 
dictadura socialista con apariencia de legalidad (A propósito del proyecto 
de reforma constitucional de 2007 y los 26 decretos leyes del 31 de julio de 
2008 que tratan de imponerla)”, Idem, pp. 63 ss. 

70  Véase Allan R. Brewer-Carías, “¿Reforma constitucional o mutación 
constitucional?: La experiencia venezolana.” en Revista de Derecho Público, 
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En ese contexto, de nuevo, en 2018, según se infería de las “bases 
programáticas” de la Asamblea Constituyente que se estaba 
convocando, la misma debía crear las comunas, los consejos 
comunales y de trabajadores como el núcleo territorial básico del 
Estado Socialista como supuestos medios de participación y 
protagonismo del pueblo y para la construcción colectiva y 
cooperativa de una economía socialista; barriendo de la 
Constitución toda idea de descentralización política como 
organización y política pública, de autonomía territorial y de 
democracia representativa a nivel local, y por tanto, de la 
posibilidad de existencia de entidades políticas autónomas como 
los Estados y Municipios, sustituyendo a éstos por los Consejos del 
Poder Popular como formas de agregación comunitaria 
controlados desde el Poder central, pero sin democracia 
representativa alguna, sino sólo como supuesta expresión de 
democracia directa.71  

En ese esquema entonces, lo que se propuso fue la eliminación 
de la democracia representativa a nivel local que exige, conforme a 
la Constitución de 1999 que todos los titulares de los órganos del 
poder público tengan siempre su origen en elección popular; 
considerándose como en 2007, que los integrantes de los diversos 
Consejos del Poder Popular no nacen “del sufragio ni de elección 
alguna, sino que nacen de la condición de los grupos humanos 
organizados como base de la población.”  

Por otra parte, no era posible concebir un esquema de supuesta 
participación protagónica del pueblo si solo es para la construcción 
del socialismo, como se propuso en las “bases programáticas” 

 

Nº 137 (Primer Trimestre 2014, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2014, pp. 19-65. 

71  Como Chávez lo indicó en 2007: se trataba del “desarrollo de lo que 
nosotros entendemos por descentralización, porque el concepto cuarto-
republicano de descentralización es muy distinto al concepto que nosotros 
debemos manejar. Por eso incluimos aquí la participación protagónica, la 
transferencia del poder y crear las mejores condiciones para la 
construcción de la democracia socialista.” Véase Discurso de Orden 
pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías, Presidente 
Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela en la conmemoración del 
Ducentésimo Segundo Aniversario del Juramento del Libertador Simón Bolívar 
en el Monte Sacro y el Tercer Aniversario del Referendo Aprobatorio de su 
mandato constitucional, Sesión especial del día  miércoles 15 de agosto de 2007, 
Asamblea Nacional, División de Servicio y Atención legislativa, Sección de 
Edición, Caracas 2007, p. 5. 
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decretadas en 2017 para la elección de la Asamblea Constituyente 
en 2017. Ello es lo contrario a lo previsto en el artículo 62 de la 
Constitución de 1999, que habla del derecho “de participar 
libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 
representantes elegidos o elegidas,” refiriéndose a “la participación 
del pueblo en la formación, ejecución y control de la gestión 
pública” como “el medio necesario para lograr el protagonismo 
que garantice su completo desarrollo, tanto individual como 
colectivo”, a través de los mecanismos de participación 
enumerados en el artículo 70. 

Por otra parte, otro de los aspectos esenciales de la reforma 
constitucional que se buscaba reeditar a partir de 2017, fue el referido 
vaciamiento total de la forma de organización federal del Estado, con 
la eliminación de la previsión constitucional que garantiza la 
autonomía de los Estados y Municipios, es decir, la eliminación la 
distribución vertical del Poder Público entre el Poder Municipal, el 
Poder Estatal y el Poder Nacional (art. 136), cada uno con su grado 
de autonomía, sus autoridades electas mediante sufragio directo y 
universal, y sus respectivas competencias; y sustituirlo por un 
esquema centralizado de un denominado Poder Popular.   

Decreto Constituyente mediante el cual se suprimió y 
ordenó la liquidación de la Alcaldía Metropolitana, el 
Cabildo Metropolitano y la Contraloría Metropolitana, 
todas éstas del Área Metropolitana de Caracas y del Distrito 
del Alto Apure 

Un signo de ello fue la eliminación por la Asamblea Nacional 
Constituyente en diciembre de 2017, de las autoridades 
municipales electas del nivel metropolitano del Distrito del Alto 
Apure y del Área Metropolitana de Caracas, Ello lo hizo mediante  
el “Decreto Constituyente” mediante el cual se suprimió y ordenó 
la liquidación de la Alcaldía Metropolitana, el Cabildo 
Metropolitano y la Contraloría Metropolitana, todas éstas del Área 
Metropolitana de Caracas y del Distrito del Alto Apure, sus 
órganos y entes adscritos,” de 27 de diciembre de 2017,72 con el cual, 
en definitiva se reformaron dos leyes que tienen base constitucional 
directa: primero, la Ley Especial del Régimen Municipal a Dos 
Niveles del Área Metropolitana de Caracas de 2009,73 que derogó 
la Ley Especial sobre el Régimen del Distrito Metropolitano de 

 
72  Véase Gaceta Oficial N° 41.308 de 27 de diciembre de 2017. 
73  Véase Gaceta Oficial N° 39.276 de 1 de octubre de 2009 
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Caracas de 2000,74 mediante las cuales se creó y reguló el gobierno 
metropolitano de Caracas a cargo de la Alcaldía Metropolitana y el 
Consejo Metropolitano de Caracas; y segundo, la Ley N° 56, Ley 
Especial que Crea el Distrito Alto Apure,75 que creó las autoridades 
municipales (Alcaldía Metropolitana, el Cabildo Metropolitano y la 
Contraloría Metropolitana) del Distrito. Todo desconociendo el 
mandato constitucional establecido en el artículo 18 de la 
Constitución. 

Otro aspecto que debe mencionarse respecto de la propuesta de 
“constitucionalizar” determinados temas con impacto económico y 
social con la convocatoria en 2017 de una Asamblea Nacional 
Constituyente para reformar el Estado, tenía relación con lo 
expresado en el “objetivo programático” tercero del Decreto Nº 
2830 de 1 de mayo de 2017, en relación con las Misiones y Grandes 
Misiones. 

Ley Constitucional del Comité Local de Abastecimiento y 
Producción 

La Asamblea Nacional Constituyente de 2017, sin embargo, a 
pesar de que tenía sus bases programáticas mencionadas, en la 
materia, afortunadamente solo dictó la Ley Constitucional del 
Comité Local de Abastecimiento y Producción,76 que además de 
regularizarlos (regular su constitución, organización y 
funcionamiento), reconoció “la organización de las instancias de 
agregación y participación y organizaciones de base del Poder 
Popular, para asegurar la producción, abastecimiento y 
distribución de los alimentos y productos, a fines de garantizar, la 
independencia, el bienestar social del Pueblo, la seguridad 
alimentaria y el desarrollo integral de la Nación.” 

La Asamblea Constituyente, sin embargo, no avanzó más en la 
constitucionalización del Poder Popular, y dedicó sus esfuerzos a 
reforzar otros aspectos del Estado Socialista y Militarista en la 
orientación de las propuestas de las rechazadas reformas 
constitucionales de 2007. 

 Además, usurpó la función legislativa al sofocarse la Asamblea 
Nacional electa en diciembre de 2015 que había resultado 
dominada por la oposición democrática, luego de aprobar el 8 de 

 
74  Véase Gaceta Oficial N° 36.906, de 8 de marzo de 2000. 
75  Véase Gaceta Oficial N° 37.326 de 16 de noviembre de 2001. 
76  Véase Gaceta Oficial Nº 41.330 de 29 de enero de 2018 
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agosto de 2017 unas “Normas para garantizar el pleno funcionamiento 
institucional de la Asamblea Nacional Constituyente en armonía con los 
Poderes Públicos constituidos,”77 mediante las cuales sometió a sus 
designios a todos los Poderes Constituidos (excepto el Poder 
Legislativo que se resistió), y se colocó por encima de la 
Constitución de 1999, procediendo a dictar un conjunto de leyes en 
la línea de consolidar el Estado autocrático, centralista y militarista, 
como: 

Ley Constitucional” mediante la cual creó una Comisión 
para la verdad, la justicia, la paz y la tranquilidad pública 

 (i) la “Ley Constitucional” mediante la cual creó una Comisión 
para la verdad, la justicia, la paz y la tranquilidad pública,”78 la cual 
en definitiva fue un instrumento de persecución contra la oposición 
y disidencia,79 con atribuciones incluso para determinar y declarar 
la “responsabilidad moral” “de las personas e instituciones” 
responsables de los “hechos de violencia por motivos políticos y de 
intolerancia;  

Ley constitucional contra el odio, por la convivencia 
pacífica y la tolerancia 

(ii) la “Ley constitucional contra el odio, por la convivencia 
pacífica y la tolerancia” 8 de noviembre de 2017,80 supuestamente 

 
77  Véase Gaceta Oficial N° 6.323 Extraordinario del 8 de agosto de 2017. 
78  El texto se publicó en Gaceta Oficial Nº 6.323 Extra. del 8 de agosto de 2017, 

la cual sin embargo solo circuló y se conoció el día 14 de agosto de 2017. 
79  Véase la reseña “Asamblea Constituyente crea “comisión de la verdad” 

para juzgar violencia en Venezuela. “Algunos de los líderes opositores que 
han convocado manifestaciones contra el Gobierno en los últimos meses 
irán a la cárcel”, adelantó Maduro, en El Salvador.com, 8 de agosto de 2017 
en 
http://www.elsalvador.com/noticias/internacional/383153/asamblea-
constituyente-crea-comision-de-la-verdad-para-juzgar-violencia-en-
venezuela/    

80  Véase en Gaceta Oficial Nº 41.274 de 8 de noviembre de 2017. Véase el 
comentario de Badell & Grau, “Asamblea Nacional Constituyente dictó 
Ley Constitucional Contra el Odio, por la Convivencia Pacífica y la 
Tolerancia,” en http://www.badellgrau.com/?pag=230&ct=2260 . Véase 
el Acuerdo de rechazo de la Asamblea Nacional sobre este instrumento 
“legal”, en http://www.asamblea nacional.gob.ve/documentos_archi-
vos/acuerdo-en-rechazo-al-instrumento-generador-de-odio-e-
intolerancia-promovido-por-nicolas-maduro-y-la-fraudulenta-
constituyente-119.pdf Véase igualmente el artículo de Acceso a la Justicia: 
“La ANC legalizó la persecución política y la arbitrariedad,” noviembre de 



35 

 

con el objeto de “generar las condiciones necesarias” para 
garantizar el reconocimiento a la diversidad, la tolerancia y el 
respeto recíproco y para “prevenir y erradicar toda forma de odio, 
desprecio, hostigamiento, discriminación y violencia”;  

Ley Constitucional de Precios Acordados 

(iii) la “Ley Constitucional de Precios Acordados” de 22 de 
noviembre de 2017,81 creando un Programa de Precios Acordados, 
para ser aplicado a los bienes y servicios que el Poder Ejecutivo 
determine como “priorizados”;  

Decreto Constituyente para la participación en procesos 
electorales 

(iv) el “Decreto Constituyente para la participación en procesos 
electorales, de 27 de diciembre de 2017,82 mediante el cual la Asamblea 
Nacional Constituyente, sin competencia alguna para ello y en 
abierta violación de la Constitución, procedió a reformar de hecho 
la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas y Manifestaciones 
de 1965, al prohibir a los partidos políticos que hubieran 
promovido abstención en procesos electorales el poder participar 
en otros en el futuro;  

Ley Constitucional del régimen tributario para el 
desarrollo soberano del Arco Minero; Ley Constitucional de 
Inversión Extranjera Productiva; “Ley Constitucional 
contra la guerra económica para la racionalidad y 
uniformidad en la adquisición de bienes, servicios y obras 
públicas 

(v) Ley Constitucional del régimen tributario para el desarrollo 
soberano del Arco Minero,83 (vi) la “Ley Constitucional de Inversión 
Extranjera Productiva,”84 (vii) la “Ley Constitucional contra la 

 

2017, en http://www.accesoalajusticia.org/wp/info justicia/noticias/la-
anc-legalizo-la-persecucion-politica-y-la-arbitrariedad /. 

81  Véase Gaceta Oficial Nº 6341 de 22 de noviembre de 2017. 
82  Véase Gaceta Oficial N° 41.308 de 27 de diciembre de 2017 
83  Véase Gaceta Oficial N° 41.310 de 27 de diciembre de 2017. 
84  Véase Gaceta Oficial N° 41.310 de 27 de diciembre de 2017. Véase sobre esta 

Ley los comentarios de Anabella Abadi M., Carlos García Soto, “Ley 
Constitucional” de Inversión Extranjera Productiva de la ANC: algunas 
claves,” en Prodavinci, 5 de enero 2018, en http://prodavinci.com/ley-
constitucional-de-inversion-extranjera-productiva-de-la-anc-algunas-
claves/ . 
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guerra económica para la racionalidad y uniformidad en la 
adquisición de bienes, servicios y obras públicas,”85 que modificó 
la Ley de Contrataciones Públicas de 2014, y  

Ley antibloqueo para el desarrollo nacional y la garantía 
de los derechos humanos 

(viii) la Ley antibloqueo para el desarrollo nacional y la garantía de los 
derechos humanos,”86 con la cual se buscó básicamente la obtención 
de “recursos adicionales” (art. 18), mediante la implementación de 
un “cambio” de política económica consistente en desestatizar, 
desnacionalizar y privatizar indiscriminadamente, y, en secreto, la 
economía, y realizar nuevos negociaciones de financiamiento 
público, para supuestamente atender necesidades en el país; pero 
todo ello, subvirtiendo totalmente el ordenamiento jurídico, al 
autorizarse al Poder Ejecutivo para desaplicar las leyes, en forma 
secreta.  

Ley Constitucional de la Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana  

Posteriormente, en enero de 2020, la Asamblea Nacional 
Constituyente sancionó la Ley Constitucional de la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana87 mediante la cual se estructuró 
definitivamente el Estado Militarista que se había propuesto en 

 
85  Véase Gaceta Oficial Nº 41.318 del 11 de enero de 2018. 
86   Véase en Gaceta Oficial No. 6.583 Extra. de 12 de octubre de 2020. Véanse 

comentarios críticos sobre la Ley en Alejandro González Valenzuela, “Ley 
Antibloqueo: Hacia el deslinde definitivo con la Constitución y el Estado 
de derecho,” Bloque Constitucional, 12 de octubre de 2020, disponible en: 
https://bloqueconstitucional.com/ley-antibloqueo-hacia-el-deslinde-
definitivo-con-la-constitucion-y-el-esta do-de-derecho/; José Guerra, en 
“Ley Antibloqueo es un golpe de Estado,” reseña de Enrique Meléndez, en 
La Razón, octubre 2020, disponible en: https:// www.larazon. 
net/2020/10/jose-guerra-ley-antibloqueo-es-un-golpe-de-estado/; y en 
Acceso a la Justicia ONG, “Ley Antibloqueo de la írrita Constituyente en 
seis preguntas, en Acceso a la Justicia, 16 de octubre de 2020, disponible 
en:  https://www.accesoalajusticia.org/ley-antibloqueo-de-la-irrita-
constitu yente-en-seis-preguntas/ De igual forma Allan R. Brewer-Carías, 
“La Ley Antibloqueo: una monstruosidad jurídica para desaplicar, en 
secreto, la totalidad del ordenamiento jurídico,” en Boletín de la Academia 
de Ciencias Sociales y Políticas, No 161, Julio diciembre 2020, Homenaje al Dr. 
José Andrés Octavio, Caracas 2020 pp. 1499-1520. 

87   Véase Gaceta Oficial No 6508 Extra de 30 de enero de 2020. 
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2007, y que mediante referendo fue rechazado por el pueblo ese 
mismo año. 

Ley Orgánica del Poder Popular 

Por último, debe mencionarse la reforma, en junio de 2024 de la 
Ley Orgánica del Poder Popular, en la cual se reafirmó su carácter de 
máxima instancia en la organización estatal, pudiéndose imponer 
al Poder Popular por encima del Estado Constitucional.”88  

Ley Orgánica para la Defensa de la Guayana Esequiba; 
Ley Orgánica Libertador Simón Bolívar contra el Bloqueo 
Imperialista y en Defensa de la República Bolivariana de 
Venezuela 

Pero además, en la línea de las leyes dictadas para luchar contra 
el fascismo y el odio, limitar la libertad de expresión, y forzar un 
pensamiento único oficial, criminalizando toda disidencia, debe 
mencionarse la Ley Orgánica para la Defensa de la Guayana 
Esequiba de 202489 y la Ley Orgánica Libertador Simón Bolívar 
contra el Bloqueo Imperialista y en Defensa de la República 
Bolivariana de Venezuela también de 2024,90 en las cuales incluso 

 
88  Véase Gaceta Oficial No. 6812 Extra. de 6 de junio de 2024. Véase sobre el 

sentido de la reforma: Hernán Lugo-Galicia, “Si el chavismo pierde, le 
queda la Asamblea Nacional para afectar al gobierno de Edmundo 
González con el llamado Poder Popular.” En El Nacional, 2 de junio de 
2024. En la reseña periodística se cita al diputado Carlos Mogollón, 
indicándose que dio pistas de la reforma: “La ley intenta que el Poder 
Popular mantenga el control sectorial y territorial del país y la clave está 
en la relación entre las comunas y el Estado. ‘Los cinco poderes estarán 
subordinados al Poder Popular, bajo el principio del chavismo de ‘mandar 
obedeciendo’. Un gobierno obedeciendo, desde el portero de un 
ministerio.” Disponible en: https://www. elnacional.com/venezuela/si-el-
chavismo-pierde-le-queda-la-asamblea-nacional-para-afectar-al-gobierno-
de-edmundo-gonzalez-con-el-llama do-poder-popular/  Véase 
igualmente sobre esta reforma: Omar Estacio, “Golpe de Estado en 
Venezuela a partir del próximo 28 de julio,” en Diario Las Américas, 3 de 
junio de 2024, disponible en: https://www.diariolasamericas.com/ 
opinion/golpe-estado-venezuela-partir-del-proximo-28-julio-n5357668  

89  Véase Gaceta Oficial No. 6.798 Extra. de 03/04/2024. Véanse los 
comentarios sobre esta Ley de Acceso a la Justicia, 2 de mayo de 2024, 
disponible en: https://accesoalajusticia.org/ley-organica-para-la-
defensa-de-la-guayana-esequiba/  

90  Véase Gaceta Oficial 6.859 Extraordinario del 29/11/2024. Véanse los 
comentarios a esta Ley de Acceso a la Justicia, 20 diciembre de 2024, 
disponible en: https://accesoalajusticia.org/ley-organica-libertador-



38 

 

se han establecido “penas” de inhabilitación política para ejercer 
cargos de elección popular, en forma contraria a la Constitución, 
para quienes directa o indirectamente incurran en alguna de las 
conductas en ellas enumeradas, con grave violación, entre otras, a 
la libertad de expresión de  pensamiento. 

Nueva York, Abril 2026  

 

simon-bolivar-contra-el-bloqueo-imperialista-y-en-defensa-de-la-
republica-bolivariana-de-venezuela/  


